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Educación jurídica en 
América Latina: dificultades 
curriculares para promover 
los temas de interés público y 
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Se explora la tesis de que gran parte de las posibilidades y de las limitacio-
nes para que se dé una vinculación relevante entre la profesión del Dere-
cho y los temas de interés público y de justicia social en América Latina se 
origina en la forma en que los abogados son educados y, específicamente, 
en la forma en que los estudios de Derecho son concebidos. Un programa 
de estudios formalista, centrado en el estudio de las normas vigentes y ais-
lado de los aportes de las demás ciencias sociales, como el que predomina 
en América Latina, contribuye de manera importante en la producción de 
técnicos jurídicos con poca conciencia acerca de su papel en la sociedad y 
del papel que al Derecho le cabe en el mantenimiento o en el mejoramiento 
de las condiciones que caracterizan a nuestras sociedades. 
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This article explores the thesis that most of the possibilities and limitations 
for developing a connection between the legal profession and issues of 
public interest and social justice in Latin America depends on how lawyers 
are educated and, specially, on how legal education is conceived. A formal-
ist curriculum, focused on the study of the laws in force and alienated from 
the contributions of other social sciences –as it is the case of legal educa-
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tion in Latin America, contributes significantly to produce legal technicians 
with little consciousness about their role in society and about the role that 
Law plays in the continuance or the improvement of the conditions that 
describe our societies.
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INTRODUCCIÓN
La preocupación por la falta de relevancia de la educación 

jurídica para aportar a la solución de los problemas sociales parece ser 
una constante de los últimos cuarenta o cincuenta años en América 
Latina, sin embargo los avances a ese respecto parecen haber sido pocos. 
En mayo de 1969, por ejemplo, cuatro universidades colombianas, Andes, 
Externado, Antioquia y Cauca fundaron la Asociación para la Reforma 
de la Enseñanza del Derecho (ARED), orientada a mejorar la imagen del 
derecho frente a la comunidad y a incrementar la calidad y la relevancia 
social de la educación jurídica. Para cumplir su propósito, la ARED se 
propuso realizar varias actividades colaborativas, como publicaciones, 
intercambio de profesores y estudiantes y la asignación de créditos 
académicos por asistencia jurídica, lo que se constituyó en el origen 
de los consultorios jurídicos en el país. Después de todos estos años e 
independientemente de la suerte que haya corrido la ARED, parecería 
ser que la asistencia jurídica gratuita e individual que a través de los 
consultorios jurídicos se presta sigue siendo la mayor contribución, 
cuando no la única institucionalizada y generalizada que las facultades 
de derecho hacen a la comunidad en la que se inscriben. 

Múltiples iniciativas como la mencionada por incrementar la 
relevancia social de la educación jurídica se han desarrollado en los 
últimos años a lo largo y ancho del continente. Resultan particularmente 
significativas las experiencias de varias facultades de América Latina en 
distintos frentes. En primer lugar, las reformas a la enseñanza del derecho 

inspiradas por el interés de preparar mejor a los futuros profesionales 
para responder a las necesidades reales de nuestras sociedades, tales 
como las adelantadas por la Universidad Diego Portales de Chile, 
Torcuato Di Tella y Palermo en Argentina, la Universidad Católica del 
Perú y Los Andes de Colombia. En segundo lugar, el establecimiento de 
clínicas de interés público, encaminados a superar las limitaciones de 
los consultorios jurídicos hasta ahora centrados en ofrecer asistencia a 
problemas individuales, entre los que se destacan los esfuerzos realizados 
por el Instituto Tecnológico Autónomo de México (ITAM), la Universidad 
de Palermo en Argentina, la Universidad Católica del Perú, la Universidad 
Diego Portales de Chile y la Universidad del Rosario de Colombia. 
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Finalmente, el establecimiento de redes de cooperación, tal como la red 
universitaria sudamericana de acciones de interés público. 

Podrían enumerarse muchos esfuerzos similares, sin embargo, 
los resultados de los mismos siguen siendo marginales dado que la 
caracterización general de la educación jurídica en el continente se sigue 
retratando como ampliamente descontextualizada e irrelevante frente 
a las necesidades más acuciantes de la región, sobretodo en relación 
con temas de interés público y justicia social. A riesgo de ofrecer una 
visión demasiado pesimista de la educación jurídica en la región, es a 
esa caracterización que sigue siendo la general, a pesar de todo, que me 
voy a dedicar en las próximas páginas. 

En la primera sección, haré una caracterización general de la 
situación de la educación universitaria en América Latina; en la segunda 
parte, caracterizaré la educación jurídica en América Latina y de la 
tradición continental en que se inscribe, reseñaré las principales críticas 
que dicho modelo de educación ha recibido y sigue recibiendo y avanzaré 
una hipótesis explicativa de su resistencia al cambio en términos de la 
forma en que el currículo de derecho se concibe. Finalmente, planteo 
la necesidad de reformar la concepción misma del currículo de derecho 
y no simplemente adicionarle cursos o actividades de contenido social, 
como única alternativa viable para darle auténtica relevancia social a la 
educación jurídica en América Latina. 

CARACTERÍSTICAS DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN 
AMÉRICA LATINA
La primera característica que quiero resaltar en relación con la 

educación superior en América Latina es que se encuentra anclada dentro 
del modelo de educación universitaria originado en Europa continental. 
Desde sus orígenes en la edad media, la educación profesional dentro de 
esta tradición ha hecho parte de la educación universitaria, de orientación 
académica y teórica, por oposición a la tradición anglosajona en la que por 
varios siglos el aprendizaje del derecho se  limitó al entrenamiento en la 
oficina de un abogado o juez sin que se requiriera ninguna acreditación 
académica para el ejercicio de la profesión (Johnson, 1978).

Aunque la educación jurídica en América Latina es heredera 
de este mismo modelo educativo caracterizado supuestamente por su 
orientación académica, existen importantes diferencias entre la educación 
universitaria en Europa y América que vale la pena considerar. Sin duda 
alguna, las diferencias mas notables atañen a la cultura académica,  a 
la cobertura y al papel de la universidad privada. En cuanto a la cultura 
académica, Witker (1976) define bien esta diferencia describiendo a las 
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universidades europeas como organizaciones “profesionales” para la 
producción científica mientras que las universidades latinoamericanas 
serían organizaciones “no profesionales” con el mismo propósito. A dicha 
conclusión llega observando que de los profesores latinoamericanos se 
espera que se dediquen a la docencia y se mantengan actualizados en 
su campo de enseñanza mientras que de los europeos se espera además 
que adelanten investigación y que publiquen. Estas expectativas se 
corresponden por supuesto con el bajo número de profesores de tiempo 
completo y de dedicación exclusiva al trabajo académico que existen en 
Sur América por oposición a Europa (Witker, 1976). Esto hace que la 
orientación académica de la educación profesional en América Latina 
se vea bastante disminuida por la formación y dedicación misma de los 
docentes que la tienen a cargo.

En relación con la cobertura, debe decirse que frente a la 
masificación que caracteriza a la educación superior en Europa, la 
educación superior en América Latina a pesar de algunos intentos por 
ampliar su cobertura sigue siendo de élite, no en el sentido en que lo 
es por ejemplo la educación jurídica en Estados Unidos, basada en un 
sistema de selección meritocrática, sino porque ofrece educación solo a 
un pequeño porcentaje de la población que la requiere y, dentro de ella, 
solo a las clases más altas. Al respecto resultan significativos los datos 
sobre la cobertura de la educación superior en América Latina: Argentina 
42%, Brasil 15%, Chile 31%, Colombia 15%, México 16%, Venezuela 
25% (Anuario UNESCO, 1999, citado por Bermúdez, 2002). En 1999, 
Colombia tuvo 832.548 alumnos de pregrado, de un total de 5’826.088 
jóvenes entre los 18 y los 24 años (ICFES, citado por Bermúdez, 2002). 
Cada año en Colombia 367.000 estudiantes terminan el bachillerato. 
De ellos, solo 207.000 son admitidos a las universidades Echeverry, 
citado (Jerez, 2002).

Por su parte, en Colombia el 66% de los estudiantes de educación 
superior provienen de los niveles de ingreso superiores, mientras que 
el 12% proviene de los 3 niveles inferiores (Carlson, 1992). Si las cifras 
fueran comparables, esta situación estaría empeorando en la última 
década, pues de acuerdo con el DNP solo el 9%  de los estudiantes de 
la educación superior provienen de los estratos 1, 27% del estrato 4, y 
52% del estrato 5 (Jerez, 2002).

Finalmente, la universidad privada juega un papel más 
importante en la educación superior en América Latina que en 
Europa. En Brasil, Chile, y Colombia, por ejemplo, el sector privado 
tiene más cobertura que el sector público. En el año 1998, el 59% de 
los estudiantes colombianos de educación superior se encontraban 
inscritos en universidades privadas y de las 166 instituciones de 
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educación superior, 79 eran públicas y 85 privadas (Brunner, 1993). 
Para el año 2002, de las 264 instituciones de educación superior, 83 
eran públicas (31.4%), y 181 privadas (68.6%) (Bermúdez, 2002).  Este 
papel preponderante de la educación privada surge como consecuencia 
de la falta de cobertura del sector público en la mayoría de países y 
a importantes diferencias de calidad entre la educación pública y la 
privada en muchos casos. 

Al interior de América Latina además, existen importantes 
diferencias en cuanto a los recursos de que disponen las universidades 
públicas y privadas incluso al interior de un mismo país. Y, dentro 
de las universidades privadas, entre las financiadas por la iglesia y 
aquellas que son auto-financiadas, las cuales, salvo las contadas y 
notorias excepciones que corresponden a unas cuantas universidades 
de élite, como consecuencia  de la necesidad de generar recursos tienden 
a no realizar investigación sino a concentrarse en la preparación de 
profesionales en carreras de bajo costo y alta demanda, a no contratar 
profesores de tiempo completo, y a invertir únicamente en la construcción 
de edificios (Brunner, 1993). Así, el sistema de educación superior en 
América Latina replica una estructura social estratificada en donde 
notables y dolorosas diferencias, desde un punto de vista democrático, 
pueden apreciarse entre la calidad de la educación superior ofrecida 
en unas cuantas univesidades privadas y públicas y la vasta mayoría 
de universidades privadas. El caso de las facultades de derecho es 
significativo en este sentido (República de Colombia: Ministerio de 
Justicia y del Derecho, 1995).

Así pues una característica notable de la educación superior 
latinoamericana es su participación en un sistema estratificado que 
lejos de otorgar herramientas para la reducción de la brecha entre clases 
sociales, replica la estratificación y fomenta el aumento de la brecha 
por vía de ofrecer educación de mejor calidad a los mas privilegiados, 
potenciando así  su capacidad de incrementar sus privilegios mientras  
que ofrece educación de mala calidad a los menos privilegiados frustrando 
así sus expectativas de superación y movilidad social (Bourdieu, 
1977). 

Considero importante tener en cuenta estas cifras no solo 
porque ellas ponen de presente la existencia de importantes diferencias 
de calidad entre la educación que reciben unos cuantos estudiantes de 
élite y la que recibe la inmensa mayoría de alumnos de la educación 
superior en la región, sino porque permiten entender la dimensión real 
que el problema de una educación profesional como la que recibe la 
mayoría de estudiantes de derecho en Latinoamérica y que a continuación 
se caracteriza, representa para nuestras sociedades. 
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LA TRADICIÓN CONTINENTAL DE NUESTRA 
EDUCACIÓN JURÍDICA

Damaška (1968) identifica tres elementos que pueden ser 
considerados como distintivos de la educación jurídica continental: 
enseñanza de la “gramática del derecho,” enseñanza de las normas 
vigentes a través de una “visión panorámica” y enseñanza de la 
“lógica interna” del derecho. En palabras mas precisas, aprender la 
“gramática” equivale a memorizar una larga serie de conceptos generales 
y  abstractos, la visión panorámica se refiere al estudio sistemático de 
los principales códigos y leyes vigentes y la lógica interna del derecho se 
refiere a la dogmática, según la cual la totalidad de las normas concretas 
consagradas en el derecho positivo pueden ser derivadas de una serie 
definida de principios abstractos. Estos tres elementos se consideran 
requisitos esenciales para la comprensión del derecho dentro de la 
tradición continental y los tres contribuyen a mantener el mito de la 
educación jurídica tradicional como algo inmodificable. Su conocimiento 
equivale a tener una visión unitaria del “todo del derecho” y, por lo tanto, 
a dominar la “ciencia del derecho.” 

De la combinación de los tres elementos mencionados, pero 
especialmente de la idea de la “visión panorámica” se deriva la necesidad 
de ofrecer un currículo enciclopédico y progresivo que transmite la falsa 
idea de que existe una línea continua de evolución entre las reglas del 
derecho romano, cuando no anteriores, y las normas hoy vigentes en 
nuestros países. El resultado es la transmisión a los estudiantes de una 
imagen falsa en términos históricos y geográficos, del todo del derecho 
como si fuera un sistema unitario y coherente y de un currículo saturado 
por la necesidad de cubrir de manera exhaustiva las normas vigentes 
en las principales ramas del derecho. Normas, que por lo demás se 
multiplican a medida que la especialización y tecnificación aumentan. 
Por otra parte, la realidad social, económica o política en que dichas 
normas surten o no efectos queda obviamente excluida por razones de 
tiempo del ya saturado currículo jurídico. 

Por su parte, la idea de la “ciencia del derecho” se reduce en la 
educación jurídica continental a aprender a derivar aplicaciones a casos 
particulares a partir de normas y principios generales. Para que “pensar 
como abogado” pueda reducirse a dichas operaciones, debe suponerse 
que todo el derecho puede ser derivado por vía de deducción lógica de un 
conjunto acotado de principios que funciona de manera autónoma con 
respecto al resto de sistemas sociales. No sobra anotar que si ello fuera 
cierto, el estudio de los códigos y leyes particulares sobraría: ¿por qué, si 
todas las reglas particulares pueden derivarse de unos cuantos principios 
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fundamentales, la enseñanza del derecho no se reduce al estudio de los 
principios? ¿por qué tradicionalmente en nuestro sistema de educación 
jurídica ha estado presente la preocupación por enseñar de manera tan 
extensa y exhaustiva como sea posible las reglas vigentes en cada una 
de las áreas? Tal vez porque la idea de la “ciencia del derecho” describe 
malamente lo que el derecho es.

La idea de la “ciencia” del derecho solo puede sostenerse en estos 
términos a partir de una falsa concepción de lo que es la ciencia y de lo 
que es el derecho y de cómo operan. En el primer sentido, supone reducir 
el concepto de ciencia al de lógica deductiva, ignorando los procesos de 
creación, verificación y falsación de hipótesis y de argumentación en 
que los avances de la ciencia consisten (Kuhn, 1996; Popper, 1965). En 
relación con el derecho, también implica una reducción de su ámbito 
a la derivación deductiva de reglas particulares a partir de principios 
generales, ignorando los procesos políticos, económicos, sociológicos, 
argumentativos y de otro orden que intervienen en la creación, 
interpretación y aplicación de las normas jurídicas (Llewellyn, 1930). 

Así pues, a pesar de su larguísima historia, una larga 
insatisfacción acompaña a la educación jurídica continental tal como 
tradicionalmente ha sido caracterizada. Solo para citar algunos ejemplos 
en el antiguo continente, la educación francesa ha sido criticada por 
ser elitista, demasiado teórica, memorista y acrítica, entre otras cosas 
(Carbonneau, 1980); la alemana por basarse casi exclusivamente en la 
cátedra magistral, la enseñanza de los códigos vigentes y su aplicación 
solo a casos hipotéticos, la restricción del programa de estudios al estudio 
de la dogmática, su falta total de exposición a las otras ciencias sociales 
y la ausencia de desarrollo de habilidades necesarias para el ejercicio de 
la profesión (Blankenburg & Schultz, 1988); la educación jurídica italiana 
es criticada por su formalismo, porque no prepara para el ejercicio de 
la profesión, y por consistir básicamente en clases magistrales en las 
que la asistencia no es requisito lo cual resulta en altísimas tasas de 
ausentismo (Olgiati & Pocar, 1988); finalmente la educación jurídica 
española es caracterizada como conceptualista, exegética, dogmática 
y de muy baja calidad como consecuencia de su carácter masificado 
(Viladás, 1988). 

LA EDUCACIÓN JURÍDICA EN LATINOAMÉRICA 
Los elementos que Peña González (2000) identifica como 

característicos de la educación jurídica en América Latina son: Un currículo 
orientado hacia la cobertura  de las normas vigentes y centrado en las 
disciplinas de los distintos códigos; una enseñanza y evaluación ritualista 
y formalista, que enfatiza la memorización y retención de la información  
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impartida con carácter de autoridad irrefutable por el profesor; es decir, 
Peña identifica los mismos males de la tradición continental, pero agra-
vados en nuestro medio por una profesión académica débil atribuible a 
la falta de recursos destinados a la educación, la falta de una cultura 
favorable a la investigación y la falta de un sistema meritocrático de 
reclutamiento y seguimiento a la labor académica. 

Las críticas a la situación de la educación jurídica en América 
Latina son también extensas y reiteradas: En México, la educación 
jurídica se considera estancada y centrada en la transmisión de 
modelos teórico-jurídicos del siglo XIX, centrada en el estudio de los 
manuales escritos en los años 50 y 60 y las compilaciones de normas y 
jurisprudencia. Todo lo cual redunda en la inadecuada preparación que 
reciben los abogados para realizar un trabajo que pudiera ser significativo 
en términos de relevancia social (Fix-Fierro & López-Ayllon, 2003). La 
educación jurídica en Argentina se centra en la transmisión de textos 
legales y doctrina sin espacio para la confrontación crítica, fomentando 
un estilo de pensamiento formalista “concentrado en las normas y su 
exégesis, que termina presentando a la ciencia jurídica como una obra 
concluida y desalentando toda ponderación crítica acerca del contenido 
del derecho legislado” (Bergoglio, 2003, p. 16). En Chile, el discurso de la 
crisis del derecho, aunque aún minoritario, se presenta como evidencia 
de la necesidad de reformas sustanciales a la educación jurídica que 
hagan posible la superación del legalismo que la caracteriza (Montero, 
n.d.). En lo que hace a la educación jurídica venezolana, Pérez-Perdomo 
(1988) ha responsabilizado a la aridez de los materiales, la rigidez de la 
pedagogía y los requisitos de memorización  de excluir de la profesión a 
las inteligencias más activas. 

En Colombia, el diagnóstico de la educación jurídica realizado 
por el Ministerio de Justicia en 1995 arrojó como resultado que ésta se 
caracterizaba por una visión generalista del currículo que no le ofrece al 
estudiante opciones laborales o de interés diferentes a las tradicionales; el 
énfasis en la memorización de códigos y leyes, el descuido en la formación 
del criterio jurídico, la insuficiente investigación por parte de estudiantes 
y profesores, un currículo centrado en una formación “técnica-procesal” 
descuidando una formación ética y humanista que oriente al profesional 
hacia el servicio a la comunidad, y un currículo desactualizado frente a 
las necesidades del país de hoy. 

Cualesquiera sea el margen de generalización que dichas 
descripciones acarrean, teniendo en cuenta la existencia de importantes 
excepciones, lo cierto es que se repiten sintomáticamente a lo largo de 
los últimos cincuenta años y resulta difícil que una educación de estas 
características pueda ser adecuada preparación para el ejercicio de la 
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profesión jurídica además de resultar completamente inapropiada en 
términos de su relevancia social. Por otra parte, si retomamos en este 
punto la pregunta que guía nuestra discusión, acerca del papel de la 
educación jurídica en América Latina para fomentar el compromiso con 
temas de interés público y justicia social de los futuros abogados, el 
diagnóstico también resulta desalentador:

En primer lugar, los tres elementos de la gramática, la 
visión panorámica y la lógica interna se combinan en una educación 
reduccionista, legalista y memorística, que ofrece una visión 
descontextualizada del derecho en el que las normas y su aplicación 
no pasan por las relaciones económicas, sociales y políticas propias del 
contexto en que el derecho se produce y se aplica. En segundo lugar, 
de una autosuficiencia de lo jurídico respecto del resto del sistema 
social como un sistema autofundado o como una caja de herramientas 
técnicas, pretendidamente neutrales,  que pueden ser puestas al servicio 
de cualesquier interés que se les asigne. La ausencia de cuestionamiento 
acerca de cuales fines resultan más o menos deseables, de los límites 
axiológicos a la aplicación del derecho como instrumento y de la 
responsabilidad social del profesional del derecho resulta tan notoria 
como injustificada. 

LA FUERZA DE LA TRADICIÓN
Lo sorprendente, sin embargo, no es la descripción que de la 

educación jurídica tradicional se ha hecho en los apartados anteriores 
sino el hecho de que los egresados de dicha tradición, años después 
de haber superado la “ordalía”, se sientan orgullosos de la misma, 
mejor preparados que sus colegas educados en una sistema distinto 
y dispuestos a defender la necesidad de su permanencia, e incluso su 
exportación a otros sistemas (Nagle, 2000). 

¿Qué razones explican el mantenimiento de una tradición cuyo 
valor educativo y relevancia social son tan escasos? ¿Por qué la sobre-
diagnosticada crisis de la educación jurídica de los últimos cincuenta 
años no ha producido cambios radicales en el currículo y la forma de 
enseñanza en las facultades de derecho? Mi tesis es que la ideología que 
subyace a la forma en que se concibe el objeto de estudio del derecho 
juega un papel central en el mantenimiento de este estado de cosas: 
Estudiar derecho es estudiar un sistema coherente y autofundado 
de normas cuyos fines se dan por supuestos o cuya consideración 
simplemente se ignora. 

Para justificar esta tesis, haré uso de la distinción entre 
centro-periferia para analizar el curriculo de las facultades de derecho. 
Aunque desarrollada por Duncan Kennedy (1983), la voz líder de los 
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estudios críticos del derecho en el contexto de la educación jurídica 
estadounidense, para explicar el énfasis en la enseñanza de la “doctrina” 
(entendida como el conjunto de las reglas aplicables a los casos 
particulares) sobre cualquier otra posibilidad curricular, esta distinción 
resulta aplicable a nuestro medio ya que aquí también la enseñanza del 
derecho suele hacerse equivaler a la enseñanza de las normas vigentes y 
a los principios de los que lógicamente se derivan. El otro rasgo común 
que justifica aplicar esta óptica es el predominio del derecho privado 
como el corazón del derecho, a pesar de los importantes desarrollos en 
otras disciplinas jurídicas (Derecho Constitucional, por ejemplo).  En 
nuestro medio, por ejemplo, es frecuente escuchar, que sabe derecho 
quien sabe obligaciones. 

Vale la pena precisar, sin embargo, que a pesar del predominio 
del derecho privado, la concepción formalista que reduce el estudio del 
derecho al estudio de las normas positivas y sus derivaciones se extiende 
por todo el programa académico en nuestro medio, de tal manera que 
la distinción centro-periferia aquí equivale a la distinción entre lo que 
es derecho (materias donde se estudian conjuntos de normas) y lo que 
no (materias que trascienden el estudio de las normas), tales como la 
sociolog{ia del derecho, la historia del derecho o las relaciones entre 
derecho y moral. 

La validez de este diseño curricular fue cuestionada a todo lo 
largo del siglo XX y su carácter conservador se ha visto atacado mediante 
la introducción de cursos de derecho social, estudios interdisciplinarios, 
educación clínica, análisis político y económico del derecho etcétera. 
La introducción de todos esos elementos, sin embargo, parece haber 
dejado intacto el estudio de la doctrina como el corazón de la educación 
jurídica. 

En nuestro medio, la introducción en el currículo de temas como 
el derecho laboral y la seguridad social desde  mediados del siglo pasado, 
y más recientemente de los temas de derecho y sociedad, teorías de la 
justicia, y los distintos intentos de la última década por constitucionalizar 
el derecho privado, permeando su interpretación con argumentos de 
interés público, así como el llamado otro derecho, como expresión que 
recoge los usos antiformalistas y políticamente estratégicos del derecho, 
pueden ser considerados procesos que ocasionan una cierta erosión del 
centro. Aunque, debemos reconocer que todos ellos continúan siendo 
periféricos con respecto al centro de la enseñanza jurídica que sigue 
estando centrada en el estudio de las reglas contenidas en los códigos 
civil, comercial, procesal, etc. 

La ideología que subyace a esta visión está compuesta de una 
serie de presunciones acerca de la coherencia racional y lógica de las 
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normas del derecho privado que lo muestran como auténtico derecho 
mientras que la periferia es política. En palabras de Kennedy: “El centro 
es el derecho como es, mientras que la periferia es un ideal… El centro 
es individualista, la periferia es colectivista… El centro es unitario y 
lógico, es el campo del razonamiento puramente jurídico que va de los 
principios y las premisas generales a las reglas y soluciones particulares. 
El resultado de ese razonamiento es jurídico y por lo tanto correcto, 
independientemente de si está bien o mal en términos éticos. El derecho 
se convierte en una máquina que arroja resultados necesarios, ser bueno 
en el derecho equivale a operar bien la maquina… la periferia es el reino 
de la escogencia, del pluralismo, de la textura abierta, de la libertad por 
oposición a la necesidad  (pp. 10-11, traducción libre de la autora).

Kennedy (1983) muestra cómo esta concepción no solo es 
limitada sino que es errónea. Para empezar, las normas del derecho 
privado no son coherentes, racionales o unitarias. La única forma de 
verlas como tales es por vía de ignorar sus contradicciones internas en 
donde por ejemplo dos visiones económicas, una individualista y otra 
comunitarista se enfrentan permanentemente. En segundo lugar, la 
distinción entre centro y periferia es falsa pues dichas contradicciones 
no se pueden entender sin referencia a la periferia: sociología jurídica, 
análisis económico del derecho, proceso político, teorías de la justicia, 
etcétera. Estas creencias, sin embargo, están tan firmemente arraigadas 
en la vida diaria de las facultades de derecho que hace casi inevitable 
que los estudiantes consideren como única posibilidad de desarrollo 
profesional, la operación de la máquina. Después de todo, es para ese 
tipo de práctica que las facultades de derecho preparan y es en función 
de ella que definen su misión. 

El trabajo de Granfield (1992) a su vez, corrobora el análisis 
de centro-periferia al hacer evidente que las facultades de derecho 
tienden a ser “ambientes de aprendizaje insulares” que mantienen a los 
estudiantes al margen de los hallazgos y datos empíricos de las ciencias 
sociales que les permitirían entender mejor las relaciones entre el derecho 
y la sociedad así como su rol como profesionales (cfr. p. 207). Su tesis 
muestra cómo este ambiente juega un papel central en el abandono de 
la vocación por los temas de interés público que algunos alumnos tienen 
al entrar en la facultad y su transformación en abogados corportativos 
como única opción de desarrollo profesional posible. 

CONCLUSIÓN 
Cuando se identifican vacíos en temas relevantes, la propuesta 

tradicional suele ser la introducción de más cursos en el currículo. 
En el currículo con el que yo estudié, por ejemplo entre los años 1984 
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y 1989 ni un solo curso de la carrera se ocupaba de los temas de la 
justicia o de las relaciones entre el derecho y la sociedad. La justicia era 
mencionada como un valor en introducción al derecho pero el análisis 
de la justicia de una determinada solución jurídica o de una norma o un 
sistema de normas estaba totalmente excluido del programa de estudios 
jurídicos; la conexión entre el derecho y la sociedad se daba simplemente 
por supuesta a lo largo de todo el currículo. Se puede decir que se ha 
progresado mucho en los últimos 20 años en este sentido introduciendo 
varios cursos de teoría jurídica en los programas. Así pues, estas 
palabras podrían concluir con una invitación a fortalecer los programas 
de derecho y sociedad, sociología jurídica, derecho de interés público al 
interior de los estudios de derecho por vía de crear cursos obligatorios 
en estos temas o por incrementar el numero de electivas que ofrecen 
temas relacionados. Sin embargo, el análisis centro-periferia muestra 
claramente por qué ello no seria suficiente.

Del análisis de lo anterior se sigue que si queremos preparar a 
los futuros profesionales para responder a los retos de justicia social e 
interés público el centro debe ser transformado radicalmente por una 
visión distinta. No basta con adicionar cursos al programa de estudios. 
Los estudiantes de derecho tienen que comprender que el derecho es una 
estructura más compleja que lo que las derivaciones lógicas de principios 
a reglas presenta. La responsabilidad social de las universidades consiste 
en preparar a los estudiantes para decidir por si mismos cómo resolver 
los conflictos entre lo individual y lo colectivo, entre lo jurídico y lo ético, 
entre lo legal y lo justo, cuando la vida profesional los ponga frente a 
esa ineludible necesidad. La relevancia social de los estudios de derecho 
en América Latina se medirá por la contribución social de la profesión 
jurídica al mejoramiento de las condiciones de justicia de la región. 

Lo que hay que atacar es la orientación general de los estudios 
de derecho, que percibe la interdisciplinariedad y el estudio del contexto 
del derecho como periférico es decir como adicional frente a un centro 
conformado por normas y doctrinas que se autofundamentan, o como 
un conjunto de herramientas técnicas (neutrales) que se pueden poner 
al servicio de cualquier interés que se quiera representar. Mientras no se 
adopte la visión generalizada de que el derecho no se puede comprender 
a cabalidad sino en sus conexiones con la sociedad, sus principios y 
valores, mientras no se cuestione de manera generalizada el papel que 
el derecho y los profesionales del derecho juegan en una sociedad que 
perpetua la injusta distribución de los recursos y que impide el acceso 
de los menos favorecidos al sistema de justicia, las reformas curriculares 
están llamadas a fracasar en la creación de una conciencia social y de 
interés público en los futuros abogados de Latino América.
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Un programa de estudios que intente superar la falsa dicotomía 
entre el centro y la periferia debe ser un currículo integrado como el que 
proponen los modelos de educación progresista desde comienzos del 
siglo pasado (Dewey, 1902). Un currículo que se desarrolle a partir de 
experiencias reales y no a partir de tratados y manuales es un currículo 
interdisciplinario e integrado por la sencilla razón de que la vida real no 
viene compartimentalizada en disciplinas o materias. Aparte de integrar 
como cursos básicos de los estudios del derecho las materias del tipo 
“derecho y …” un currículo integrado elimina falsas divisiones entre 
teoría y práctica, jurídico versus jurídicamente relevante, socio-jurídico 
vs. técnico jurídico, etc. 

Mi conclusión es perentoria: mientras las facultades de derecho 
latinoamericanas no dejen de ser ambientes insularizados, dedicados, en 
el mejor de los casos, a las derivaciones lógicas de principios y normas 
y en el peor, a la memorización de códigos y manuales, no podemos 
esperar que la educación jurídica fomente vocaciones dedicadas al interés 
público o a la lucha por una mayor justicia social. No debemos olvidar 
que en América Latina los abogados juegan un papel preponderante a 
pesar de que su educación no los haya preparado adecuadamente para 
responder a las necesidades imperiosas de una sociedad tan necesitada 
de líderes capaces no solo de pensar que un mundo más justo es posible, 

sino de hacerlo realidad.
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